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Provincia de Buenos Aires

Honorable Cámara de Diputados


EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
 SANCIONAN CON FUERZA DE
 
LEY
 
CREACIÓN DE LA CÁMARA DE APELACIONES ELECTORAL
CONSTITUCION

ARTÍCULO 1.- Constitución. Por la presente Ley se establecen los Tribunales competentes para decidir los casos correspondientes al Fuero Electoral,  de conformidad a lo dispuesto en el artículo 15 de la Constitución de la Provincia, con el alcance y en las condiciones establecidas en las disposiciones siguientes y en las leyes electorales de la provincia.
ARTÍCULO 2.- Creación. Créase en el ámbito del Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires la Cámara de Apelaciones Electoral, con competencia para entender como Tribunal de alzada en las decisiones adoptadas por la Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires previstas en el artículo 62 y 63 de la Constitución de la Provincia, con el alcance establecido en la Ley 5109, Ley Electoral de la Provincia de Buenos Aires y su modificatoria y la Ley 9889, Estatuto de Partidos Políticos.

ARTÍCULO 3.- Integración. La Cámara de Apelaciones Electoral estará integrada por tres miembros, con presidencia anual y rotativa, ejercida por cada uno de los miembros que la conforman.
ARTÍCULO 4.-  Designación y remoción. Los jueces de la Cámara de Apelaciones Electoral serán designados y removidos de conformidad con los procedimientos previstos en el artículo 172 y 177 de la Constitución de la Provincia de  Buenos Aires.

ARTÍCULO 5.-  Funcionamiento. La Cámara de Apelaciones Electoral, creada por la presente Ley, será puesta en funcionamiento de inmediato por el Poder Ejecutivo.
 

 

REGLAMENTACIÓN

ARTÍCULO 6.-  Reglamento interno. La Cámara de Apelaciones Electoral dictará su reglamento interno, mediante el cual regulará sus funciones y atribuciones, correspondiéndole las facultades que el artículo 167 de la Constitución de la Provincia confiere a las Cámaras de Apelación respecto del nombramiento y remoción de los secretarios de su dependencia, sin perjuicio de las demás de superintendencia que sean delegadas por la Suprema Corte de Justicia.
La organización, integración y funcionamiento de la Cámara de Apelaciones Electoral, así como las atribuciones de sus presidentes se regirán en lo pertinente por las normas en el Título III, Capítulo II y demás disposiciones concordantes de la Ley 5.827 (Orgánica del Poder Judicial).

La Cámara, funcionará con un Secretario.
 
ARTÍCULO 7.- Acuerdos. La Cámara de Apelaciones Electoral deberá celebrar acuerdos los días que cada una determine. Aquéllos no podrán ser menos de dos (2) por semana, pudiendo el Presidente fijar otros en caso de urgencia.
 
 
ARTÍCULO 8.-  Vacancia. En caso de vacancia, licencia, excusación u otro impedimento de alguno de los miembros la Cámara de Apelaciones Electoral, se integrará, de ser necesario, por sorteo entre los jueces de la Cámara de Apelaciones en lo contencioso administrativo.
 
 
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 9.- Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar, en el Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos del Ejercicio correspondiente, las adecuaciones necesarias para el cumplimiento de la presente Ley.
 

ARTÍCULO 10.- De forma.
Fundamentos

La división de poderes concebida por Montesquieu  en su Libro el “Espíritu de las leyes”, tiene por objeto separar el poder confiriendo las funciones estatales a distintos órganos que se controlan y auto limitan recíprocamente. Esta no ha surgido espontáneamente sino que ha sido fruto de un proceso histórico que, a través de la división tripartita del  poder público, ha permitido crear un sistema de pesos  y contrapesos capaz de  elevar la calidad Republicana.
Nuestro país y nuestra provincia admiten estos preceptos y los hacen carne en sus respectivas Constituciones, las que reflejan fielmente esta división.
          
En ese sentido el presente proyecto tiene por objeto la creación de una Cámara de Apelaciones en lo Electoral.
La propuesta surge del análisis de la contradicción en que cae nuestro sistema jurídico en lo referente al fuero electoral.  La doctrina tradicional de la Suprema Corte ha postulado que las decisiones de la Junta Electoral provincial no son revisables judicialmente, ni por vía de los recursos extraordinarios contemplados en el art. 161 de la Constitución provincial, ni a través de la acción contencioso administrativa, como tampoco por medio de la acción de amparo.

Es inadmisible que nuestro sistema judicial no contemple la necesidad de garantizar un control judicial adecuado de las decisiones de la Junta Electoral. Descuidando la garantía consagrada por los arts. 15 de la Constitución de la Provincia y 18 de la Constitución nacional, normas de las que se deriva, al igual que de los arts. 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, entre otros postulados, la plena justiciabilidad de los actos públicos.

La Junta Electoral no constituye un tribunal de justicia, pues es ajena al Poder Judicial como esta expresado en el art. 63 de la Constitución de la Provincia y por tanto cumple funciones de índole administrativa (art. 166, in fine, Const. prov.). De allí que su actuación u omisión debe ser susceptible de ser enjuiciada en el marco de lo prescripto por la mentada norma constitucional, en concordancia con el art. 15 antes citado.  

La ingeniería institucional de nuestra provincia carece entonces de medios procesales específicamente diseñados para garantizar los derechos involucrados en cualquier caso de controversias en materia electoral.

Ya en reiteradas oportunidades la Suprema Corte de Justicia de Buenos Aires ha exhortado a los Poderes Legislativo y Ejecutivo a corregir vía la lesgilación y la reglamentación pertinentes, esta grave falencia jurídico-institucional. Con el fin de dar fiel cumplimiento no solo al texto de nuestra Carta Magna Provincial y Nacional, si no también a aquellos Tratados Internacionales con jerarquía Constitucional que amparan  la revisión judicial de los actos de la administración pública, tal como acontece en todos los países con sistemas jurídicos modernos. A estos efectos citamos el fallo "Acuerdo Cívico y Social. Impugnaciones. Recurso de queja por denegatoria del recurso de inaplicabilidad de ley" donde uno de los ministros de la Suprema Corte dijo: “Por ello, tal cual lo postulara en los precedentes Ac. 106.992, Ac. 106.993 y Ac. 107.014 (resols. del 24-IV-2009), es menester exhortar nuevamente al Poder Legislativo y al Poder Ejecutivo para que, en el marco de sus atribuciones, dicten las normas legislativas necesarias que aseguren el control judicial adecuado de los actos de la Junta Electoral”.

          La solución para el problema enunciado es sin duda la creación de una Cámara de Apelaciones en lo Electoral, que permita solucionar esta grave falta al ordenamiento normativo nacional y provincial asegurando la revisabilidad en tiempo y forma oportuna de lo actuado por la Junta Electoral.

Por lo expuesto es que solicito a los Señores legisladores la aprobación del presente Proyecto de Ley.

[image: image1.emf]